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En este artículo sus autores analizan los Contratos Territoriales de Explotación como instrumentos de 
cambio de la política agraria y rural francesa. Introducidos por la Ley de Orientación Agrícola de 
1999, los CTEs constituyeron una vía innovadora para introducir en la agricultura un nuevo pacto 
social inspirado en el principio de la multifuncionalidad. Los CTEs incorporaron una visión territorial 
en las estrategias del agricultor al nivel de su explotación, y abrieron el debate sobre la agricultura y el 
mundo rural a una pluralidad de actores sociales y económicos (consumidores, ambientalistas, 
silvicultores,… y por supuesto agricultores). La conclusión del artículo es que los CTEs constituyeron 
una medida potencialmente innovadora, pero que no tuvo el suficiente apoyo social para contrarrestar 
la oposición y resistencia de las organizaciones profesionales mayoritarias en la agricultura francesa 
(FNSEA y CNJA). Hoy, sin embargo, con la aprobación del nuevo reglamento europeo de desarrollo 
rural (FEADER), los CTEs recuperan su significado como instrumento de cambio y como vía para 




This article focuses on the implementation of the CTEs (Territorial Farm Contracts) in French 
agriculture. During the left Lionel Jospin’s government, this kind of contracts was created by the 1999 
Agricultural Orientation Act in order to introduce changes in both the farming policy and individual 
strategies of farmers. Through the CTEs, farmers and public administration built a new social contract 
taking into account the implications of farming activities on the environment and countryside in 
France. Furthermore, the implementation of the CTEs opened the social debate about agriculture to 
new non-agricultural players (consumers, environmentalists, local authorities, forest owners…). 
Unfortunately, the CTEs did not receive sufficient social and economic support and could not resist 
the opposition from the French corporative agrarian lobby (particularly, from FNSEA and CNJA). The 
centre-right government abolished them in 2003 and created the current CADs (Contracts for 
Sustainable Agriculture). Paradoxally, the CTEs are today recovering their relevance in the framework 
of the new EU Regulation on Rural Development, as some European governments consider such 




Hasta mediados de los años 80, el pacto sociopolítico establecido entre la agricultura y la 
sociedad europea tenía como elemento fundamental producir alimentos a bajo precio, siendo 
la Política Agraria Común (PAC) el instrumento que lo hacía posible. Gracias a la concesión 
de subvenciones y a la preferencia comunitaria dentro de las fronteras europeas, la PAC hizo 
posible garantizar las rentas de los agricultores, modernizar sus explotaciones y poner a 
disposición de los consumidores alimentos a precios asequibles al poder adquisitivo de los 
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estratos medios de la población. Durante casi tres décadas ese pacto social propició un 
espectacular proceso de modernización de la agricultura, basado sobre todo en la 
mecanización de las explotaciones y en la extensión del modelo agroquímico, permitiendo 
alcanzar incrementos elevados de la productividad y altos rendimientos agrícolas y ganaderos 
jamás vistos en el sector agrario europeo. El modelo productivista funcionaba a velocidad de 
crucero guiado por la eficacia productiva sin preocuparse por las externalidades negativas que 
iba generando. 
 El avance de los movimientos ecologistas en la década de los 80 y la aparición de los 
primeros efectos negativos tangibles sobre el medio ambiente causados por los modelos 
intensivos de agricultura, impregnó de preocupación los foros agraristas, que veían 
cuestionada su tradicional legitimidad como actividad integrada de forma armoniosa en la 
naturaleza. A través de la influencia de los países anglosajones (Alemania y Reino Unido, 
sobre todo, pero también Holanda, Suecia y Dinamarca) las políticas agrarias se verían 
atravesadas por lo que algunos autores han denominado greening process para referirse a la 
presencia cada vez más fuerte en ellas de los criterios ambientales y de sostenibilidad (Buttel, 
1993). Algunos de esos países serían pioneros en la adopción de una nueva política 
agroambiental cuyos efectos se harían notar más tarde a nivel europeo. Así, en 1985, se 
aprueba ya en el Reino Unido una política dirigida a la protección de algunas zonas sensibles 
desde un punto de vista medioambiental (zonas ESAs), iniciativa que sería presentada al año 
siguiente a la Comisión Europea y que daría como resultado su inclusión como Art. 19 en el 
Reglamento CEE 797/85, una norma que marcaría un hito en la dimensión estructural de una 
PAC hasta entonces volcada casi exclusivamente a la regulación de los mercados. La 
inclusión del mencionado artículo fue acompañada de un amplio debate en el seno de la UE 
en torno a las medidas más apropiadas para dinamizar el mundo rural y frenar los efectos 
negativos de los modelos intensivos de agricultura sobre el medio ambiente. En ese debate se 
enfrentaba, por un lado, el enfoque inglés, cuya propuesta ya mencionada sobre zonas 
sensibles (ESAs) estaba más orientada a la protección de ciertos espacios naturales, y por 
otro, el enfoque mediterráneo, que apostaba por encontrar un equilibro entre el desarrollo de 
la agricultura (necesario en muchas zonas para reducir los déficits de modernización respecto 
a los países centroeuropeos) y el desarrollo sostenible de las zonas rurales (Buller, 1996; 
Alphandery, 2001). 
 A partir del citado Reg. 797/85 y su posterior desarrollo en los años 90, se irían 
construyendo las bases de la política agroambiental europea, impulsada por la influencia de 
una opinión pública cada vez más impregnada de nuevos sistemas de valores postmaterialistas 
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y convencida de su derecho a participar en los debates sobre la agricultura y los espacios 
rurales (Castell, 1987; Garrido-Fernández, 2000). En ese nuevo escenario se comienza a 
plantear, tanto a nivel europeo como en algunos países de la UE, la necesidad de modificar el 
viejo pacto social agrario y construir otro nuevo sobre bases y compromisos diferentes; se 
abre paso la idea de que las ayudas a los agricultores deberían estar basadas en el compromiso 
de realizar ciertos servicios de interés general (mantener el paisaje, preservar espacios con 
biotopos raros, no contaminar el suelo de nitratos, etc.), proponiéndose para su 
implementación la fórmula contractual ya probada con éxito en la aplicación del citado Art. 
19 sobre zonas sensibles (ESAs) en el Reino Unido. La reforma McSharry de la PAC de 1992 
incorpora este tipo de compromisos en lo que serian las primeras medidas del programa 
agroambiental, utilizando la vía del contrato. Eran medidas que daban derecho al agricultor a 
obtener una retribución económica con fondos públicos por cumplir una serie de requisitos a 
favor de la protección del medio ambiente, la conservación de razas ganaderas en peligro de 
extinción, la agricultura ecológica, la preservación del paisaje,…. Las sucesivas reformas de 
la PAC irían en la línea de avanzar en estos nuevos compromisos, ampliando su contenido y 
extendiendo su alcance a más zonas y mayor número de agricultores. 
 Tras el Consejo Europeo de Berlín de 1999, en el que se aprueba la Agenda 2000, se 
consagra el principio de la multifuncionalidad agraria como eje orientador de la PAC y se 
institucionalizan dos pilares de la política agraria europea: el primero, para regular los 
mercados y la producción; y el segundo (mal llamado de desarrollo rural), para promover las 
reformas estructurales en las explotaciones agrarias, favorecer la instalación de jóvenes en la 
agricultura, facilitar el relevo generacional e impulsar el desarrollo de un modelo agrícola y 
ganadero más sostenible mediante el programa agroambiental. Con el impulso de esta 
política, la figura del “contrato” se consolida adquiriendo carta de naturaleza como principio 
axial de las ayudas del segundo pilar. Aunque el “contrato” estaba circunscrito inicialmente a 
las medidas agroambientales, su potencial acabaría impregnando al conjunto de las medidas 
de desarrollo rural y diversificación de rentas, desde una perspectiva territorial. Algunos 
países, como Francia, aprovecharon ese potencial de los “contratos” para ponerlos en marcha 
con una visión amplia e integral vinculada al territorio (dando lugar a los llamados “contratos 
territoriales de explotación”), mientras que otros, como España, se limitaron a aplicar las 
fórmulas contractuales en ámbitos más restringidos del programa agroambiental, según las 
especificidades de cada región y las concepciones de la ruralidad en cada país. 
 En este artículo analizaremos la puesta en marcha de los “contratos territoriales de 
explotación” (en adelante CTEs) en Francia, concibiéndolos como el modo de hacer realidad 
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un nuevo pacto social en la agricultura. Partimos de la tesis de que los CTEs son un 
instrumento político que abre la posibilidad de integrar la dimensión territorial en la 
agricultura y de recuperar una dimensión agraria (renovada y multifuncional) en las 
estrategias de desarrollo rural.  
 
NATURALEZA Y OBJETIVOS DE LOS CTEs 
 
El CTE es un instrumento de política agraria creado por la Ley de Orientación Agrícola 
(LOA) francesa de 9 de julio de 1999
1
. El objetivo del CTE se enmarcaba en los objetivos 
más generales de esta Ley, a saber: incentivar a los agricultores para adoptar los cambios 
necesarios que les permitieran adaptar la gestión de sus explotaciones a las exigencias de un 
nuevo escenario marcado por el principio de la multifuncionalidad agraria. En este sentido 
puede decirse que, como en tantas otras ocasiones, el gobierno francés (en este caso presidido 
por el socialista Lionel Jospin) se anticipa a las decisiones europeas, concretamente a la 
Agenda 2000 aprobada en el Consejo Europeo de Berlín, donde, como se ha señalado, se 
consagra la multifuncionalidad de la agricultura como principio rector del segundo pilar de la 
futura política agraria europea. El CTE nace, por tanto, en paralelo a la Agenda 2000 y en 
concomitancia con el nuevo Reglamento para el desarrollo rural (Reg. 1257/1999) surgido del 
nuevo escenario presupuestario 2000-2006. 
Con el CTE, el agricultor signatario del contrato se compromete a cumplir una serie de 
compromisos de mejora no sólo en los aspectos relativos a la dimensión productiva de su 
explotación (tipos de cultivos, utilización de insumos, tratamientos fitosanitarios, formas de 
gestión,…), sino también en su dimensión ecológica (preservación de los recursos naturales 
del territorio circundante; bienestar y salubridad de los animales,…) y cultural (valorización 
del patrimonio cultural, conservación de los recursos arquitectónicos ligados a la 
explotación,…) y en su dimensión socioeconómica (creación y/o mantenimiento de empleo, 
legalización de economía sumergida, mejora de las condiciones laborales,….). El CTE es 
concebido como un instrumento de desarrollo a través del cual se le da oportunidad al 
agricultor para que integre su explotación agraria y el patrimonio cultural y natural ligado a 
ella, en una estrategia territorial de desarrollo rural y agrario. Con el CTE, el gobierno de 
Jospin transforma el clásico debate técnico sobre la modernización de la agricultura francesa 
en un debate social. 
 
                                                           
1
 Loi d’Orientation Agricole du 9 juillet 1999, nº 99-578. 
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EL CONTEXTO POLITICO DE LOS CTEs 
 
El giro político que le da el gobierno socialista francés al debate sobre la agricultura se 
explicaba por varias razones. En primer lugar, por el debate general sobre la viabilidad de la 
PAC y las controversias en torno a la profesionalidad de la actividad agraria y a los efectos de 
las ayudas agrícolas en la distribución de la renta. Desde los años 60, la politica agraria 
francesa, reflejo y espejo de la PAC, se había transformado en una politica fuertemente 
elitista, guiada por criterios de eficacia productivista y basada en una concentración de las 
ayudas y los medios de producción en un cada vez más reducido grupo de agricultores (los 
llamados “agricultores profesionales”). Ese modelo selectivo de modernización agrícola, 
apoyado como modelo a seguir durante más de treinta años, había conducido a una fuerte 
reducción de la población activa agraria en los campos franceses y provocado efectos nocivos 
para la salud de los consumidores, además de contaminar el medio ambiente. Junto a eso, y 
quizá como uno de los principales argumentos esgrimidos por sus detractores, era un modelo 
altamente costoso en un escenario de excedentes y apertura de los mercados mundiales que ya 
no lo justificaba. En definitiva, a principios de los años 90 había sobre la mesa del debate 
social y político un conjunto de buenas razones para cuestionar el modelo de agricultura que 
había dominado el panorama francés y europeo de las tres últimas décadas, pero sin tener otro 
modelo alternativo que lo remplazase. 
 En segundo lugar, había otro tema que estaba presente en el debate social sobre la 
agricultura y que venia de lejos, justo casi desde comienzos de los años 70, atravesando los 
círculos del poderoso sindicalismo agrario francés. Nos referimos al tema de la pluriactividad 
y sus efectos, positivos o negativos, según se mire (radicando ahí precisamente la base de la 
controversia), sobre el desarrollo de la agricultura y el mundo rural. En torno a ese tema se 
venían planteando dos posiciones de claro contenido político e ideológico. Por un lado, una 
posición calificada de “profesional”, defendida por la plana mayor del sindicalismo 
mayoritario (léase la FNSEA y el CNJA) y corroborada por el COPA a nivel europeo, según 
la cual la pluriactividad tenía efectos perniciosos para el desarrollo agrícola y, por ello, debía 
ser combatida con programas que facilitaran la instalación a tiempo completo de jóvenes 
agricultores en explotaciones modernas y viables. Por otro lado, encontramos una posición 
calificada de “campesina” (paysanne), defendida por los minoritarios sindicatos agrarios de la 
llamada gauche paysanne (léase la Confédération Nationale Paysanne, pero también el 
MODEF), que venían apostando por el reconocimiento de la pluriactividad como vía para 
impedir el abandono de muchos pequeños agricultores al darles la oportunidad de seguir en su 
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explotación mediante la diversificación de sus rentas, contribuyendo con ello a fijar población 
en el medio rural. Al apoyo de la pluriactividad se le añadía el argumento de que los llamados 
despectivamente “agricultores pluriactivos” eran los que menos ayudas públicas recibían y los 
que lograban mantener la viabilidad de sus explotaciones gracias a la renta obtenida con 
actividades realizadas fuera de la agricultura (Bazin y Roux, 1995). 
 En tercer lugar, la aprobación en 1992 de la reforma McSharry de la PAC será otro 
elemento que animará el debate social sobre la agricultura, al introducir cambios 
fundamentales en la distribución de las ayudas agrícolas y abrir nuevas líneas programáticas 
para innovar en materia de política agraria. Nos referimos por supuesto a la eliminación de los 
precios de garantía, pero sobre todo a las llamadas “medidas de acompañamiento” 
calificadas así por acompañar a las nuevas medidas de regulación de mercados dirigidas a la 
reducción de excedentes entre las que destacaba el programa de reforestación de tierras 
agrícolas, la retirada de tierras (set-aside), el cese anticipado de la actividad (jubilación 
anticipada) y el programa agroambiental, cuya novedad consistía en su aplicación mediante 
contratos de 5 años entre los agricultores y la administración pública de cada país, contratos 
en los que aquéllos se comprometían a cambio de ayudas a una serie de compromisos de 
mejora e innovación en la gestión de sus explotaciones con el objetivo no de incrementar la 
producción, sino de modularla haciéndola más sostenible y equilibrada con el entorno natural. 
Este cambio suponía un giro casi copernicano en la filosofía de la PAC, puesto que hasta ese 
momento al agricultor se le había venido remunerando por producir, y cuanto más mejor. 
Además, abría el debate en torno a qué tipo de agricultor debía ser el destinatario de las 
ayudas públicas, lo que equivalía a debatir sobre quien era merecedor de quedarse en la 
profesión agrícola y, en definitiva, sobre qué modelo de agricultura debería basarse el futuro 
de Europa (Velasco, 2002: 37; Grupo de Brugge-Brujas, 1997). 
 En cuarto lugar, la Declaración de Cork (1996) marcará las líneas del debate sobre el 
mundo rural, ya que en esa conferencia, celebrada en la ciudad irlandesa de ese mismo 
nombre y propiciada por la propia Comisión Europea (concretamente, por el comisario de 
Agricultura, Franz Fischler), se reconoció la diversidad de los espacios rurales y se planteó la 
necesidad de favorecer la diversificación de actividades en ellos con objeto de frenar su 
creciente despoblamiento y marginación en el conjunto de los territorios europeos. Además, 
en el marco de la citada conferencia, se alcanzó un consenso entre dos visiones diferentes de 
la agricultura: la anglosajona y la mediterránea, surgiendo de ella las primeras iniciativas 
hacia una política específica de desarrollo rural donde la agricultura se contemple como un 
sector capaz de integrar múltiples funciones. Además, de dicha conferencia sale con más 
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intensidad si cabe la idea de lo “rural” como “fuente de calidad de vida para la sociedad 
urbana”, una imagen de “ruralidad” en la que destacan las figuras (paisaje, ocio, etc.) y las 
prácticas más que los actores: el agricultor y su trabajo siguen estando presentes, pero ya no 
exclusivamente en su función de producir alimentos, sino con la misión de ofrecer calidad de 
vida a la sociedad urbana. 
 En quinto lugar, la ya citada Agenda 2000 abrirá un nuevo escenario para la 
agricultura europea y francesa al reformar los fondos estructurales y orientar la PAC hacia 
una paulatina reducción de las ayudas del primer pilar (en respuesta a las exigencias de la 
OMC), preparándola para afrontar la ampliación de la UE a nuevos Estados. La importancia 
de la Agenda 2000 para el debate social sobre la agricultura francesa radica en el hecho de 
que la Ley de Orientación Agraria se anticipa a ese nuevo escenario creando un instrumento 
político (los CTEs) cuya financiación se prevé afrontarla en el marco propiciado por la 
mencionada Agenda. Puede decirse que la creación de los CTEs supone un avance en la 
definición de un nuevo modelo de desarrollo agrario basado en el principio de la 
multifuncionalidad, un modelo en el que la agricultura recupera tanto su dimensión territorial 
(relegada a un segundo plano durante la etapa de productivismo a ultranza), como social 
(incorporando entre sus fines el mantenimiento y creación del empleo) y medioambiental 
(incluyendo entre sus prioridades la conservación del medio ambiente). 
El CTE se crea, pues, para dar cuerpo a un enfoque de intervención pública en la 
agricultura que propone una gestión contractual de la actividad agraria. En este sentido cabe 
presentar el CTE como un instrumento dirigido a mentalizar a los agricultores franceses sobre 
la necesidad de que las ayudas públicas a la agricultura no sean sólo ayudas orientadas a la 
producción, sino que la sociedad pueda remunerarles por la prestación de otros servicios de 
interés general. Sin duda, aceptar el CTE representaba un cambio de mentalidad en los 
agricultores franceses, entre otras cosas porque, como veremos más adelante, ponía al mismo 
nivel estrategias políticas, objetivos sociales y objetivos económicos. 
 La importancia del nuevo enfoque que acompañaba a los CTEs consistía en lanzar el 
mensaje a los agricultores de que hay que producir de otra manera y que era necesario 
afrontar un cambio en el modelo de producción agrícola, poniendo en marcha nuevos 
instrumentos políticos que fomenten estrategias de desarrollo sostenible. A diferencia de otros 
gobiernos de la UE, que no crearon tales herramientas para acompañar la política de 
desarrollo rural, sino que se limitaron a cumplir los mínimos requisitos impuestos por  la 
política agroambiental, el gobierno francés fue pionero en la implementación de una nueva 
política orientada a alcanzar un modelo de agricultura multifuncional y sostenible. Eso explica 
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el interés que ha suscitado la experiencia de los CTEs en otros países de la UE, tanto para 
justificar su no aplicación, como para impulsar el debate sobre la necesidad de introducir 
fórmulas contractuales similares en el momento de implementar el nuevo Reglamento de 
Desarrollo Rural (FEADER).  
 
ESTRUCTURA DE LOS CTEs 
 
Los CTEs incentivan a los agricultores a desarrollar un proyecto económico global de sus 
explotaciones, concebido desde una lógica progresiva, es decir, en el marco de un proceso de 
cambio en el modo de gestionarlas y de definir sus estrategias productivas dentro de una 
visión amplia e integradora entre agricultura y territorio. Dicho proyecto debía ser coherente y 
considerar los aspectos que desde la nueva Ley de Orientación Agraria se querían privilegiar 
para favorecer una agricultura sostenible (durable en francés), a saber: producciones de mayor 
calidad, creación o mantenimiento del empleo, diversificación de las actividades en la 
explotación y compromiso de respetar y preservar el medio ambiente. El carácter global del 
proyecto significaba que la explotación agraria es considerada como un todo, en su 
globalidad, tanto desde el punto de vista social (las distintas personas que la componen, sea 
mano de obra familiar o asalariada), como estructural (capital físico, maquinaria y factores de 
producción), lo que venía a suponer un cambio importante en la vieja política estructural, una 
política orientada casi exclusivamente a financiar acciones de mejora y modernización 
guiadas por una lógica de productividad. 
 Desde el punto de vista de la estructura y contenido del CTE, se parte de un 
diagnóstico inicial de la explotación, se marcan unos objetivos y se prevé, tras los cinco años 
de duración del contrato, un punto de llegada respecto a factores tales como los siguientes: el 
nivel de renta a alcanzar, la contratación de mano de obra asalariada, el autoempleo del 
trabajo familiar, la instalación de jóvenes agricultores, las prácticas agrícolas y ganaderas, la 
utilización de insumos, el uso y explotación de los recursos naturales (especialmente, suelo y 
agua), la interacción de la actividad agraria con el entorno, la conservación y rehabilitación 
del patrimonio natural y cultural,... Para todo ello, el agricultor recibe el asesoramiento de los 
técnicos de la Cámara Agraria de su provincia, además de los que él a título individual podría 
solicitar de sus organizaciones profesionales o cooperativas. 
 Las transformaciones a realizar en la explotación se recogen en dos capítulos. Un 
capítulo socioeconómico, en el que se describen las acciones relativas a factores relacionados 
con la renta o el empleo, se cuantifica las inversiones necesarias y se definen los objetivos a 
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alcanzar en términos de rentabilidad económica. En este capítulo se incluyen acciones como 
las siguientes: mejora de las estructuras ganaderas o las naves de almacenamiento; 
transformación de los sistemas productivos (por ejemplo, pasar de agricultura convencional a 
la producción ecológica o integrada); mejora de la calidad del producto (incorporándolo a una 
denominación de origen o a una certificación de calidad  o labelización); creación de empleo 
(ya sea contratando mano de obra asalariada o regularizando la situación laboral del cónyuge 
y del trabajo familiar ligado a la explotación); desarrollo de nuevas actividades (turismo rural, 
venta directa de los productos, artesanado,…). El máximo de ayudas previsto para financiar 
este conjunto de inversiones del capítulo socio-estructural era de 100.000 FF (unos 15.000 
euros), cifra equivalente al 40% de las inversiones totales del contrato. 
 El segundo capítulo es denominado medioambiental (en un sentido amplio), y en él se 
exponen los cambios a introducir en la explotación con el objetivo de promover una 
interacción más respetuosa entre la actividad agraria, el medio ambiente y el territorio 
circundante. Entre tales cambios cabe señalar los siguientes: nuevas prácticas agrícolas y 
ganaderas (en la línea de extensificar las producciones y mejorar el bienestar y salubridad de 
los animales); utilización más racional de insumos (fertilizantes, pesticidas y herbicidas, para 
mitigar los efectos contaminantes) y factores de producción (suelo y agua); limpieza de 
acequias y puntos de agua para evitar inundaciones; cuidado de los caminos rurales y del 
espacio forestal; mejora y revalorización del patrimonio  natural y cultural de la explotación 
(rehabilitación de las casas rurales o de otras edificaciones de valor histórico o arquitectónico, 
reconstrucción de las vallas o muros de piedra,….). En este capítulo se cuantifican las 
inversiones a realizar y se evalúan los posibles sobrecostes que tales actuaciones podrían 
suponerle al agricultor (en el sentido de lo que dejaría de ganar con esos cambios y que debe 
ser compensado económicamente en forma de ayudas). Las ayudas ligadas al capítulo 
medioambiental se determinaban por hectárea de superficie, tal como se venía haciendo en las 
medidas del programa agro-ambiental, y su cuantía era decreciente con la superficie 
declarada. Aunque formalmente no había un tope de ayudas para este capítulo, en la práctica 
sí existía, fijándose en un máximo de 100.000 euros por CTE.  
 Los objetivos marcados y las inversiones previstas debían cumplirse de manera 
conjunta, sin posibilidad de que se cumpliera sólo el capítulo socioeconómico, pero no el 
medioambiental, o viceversa. Desde el principio, los temas relacionados con la financiación 
de los dos capítulos y con la posibilidad de trasladar fondos de uno a otro, dieron lugar a 
enconados debates y divergencias entre las diferentes organizaciones agrarias, tal como 
veremos más adelante, mostrándose ahí las diferentes concepciones sobre el modo de 
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gestionar la agricultura y el mundo rural. La instrucción de los informes relativos al 
seguimiento y supervisión de los CTEs correspondía a las DDA (Direcciones 
Departamentales de Agricultura) (equivalentes a nuestras delegaciones provinciales). Para que 
el contrato fuera válido, el agricultor se comprometía a cumplir un cahier des charges, que 
debía ser aprobado por la Comission Départementale d'Orientation Agricole (CDOA), 
comisión formada a  nivel provincial por organizaciones agrarias, asociaciones ecologistas, 
asociaciones de cazadores y de silvicultores, representantes de la administración,… y 
encargada de velar por que los contratos se formalizaran y cumplieran de manera correcta. 
Queremos subrayar este aspecto de la citada Comisión, ya que su composición implicaba un 
cambio esencial respecto al modelo político precedente, reflejándose en ella la nueva 
concepción territorial y multifuncional de la agricultura, una concepción en la que el territorio 
(y no la producción) se convierte en un espacio de negociación política y de gestión social, y, 
en consecuencia, el debate sobre la agricultura se abre a nuevos actores sociales y a nuevos 
departamentos de la administración pública. 
 
LOS CTEs EN EL MARCO DE  LA POLÍTICA DE DESARROLLO RURAL 
 
Como ha sido habitual en otras ocasiones, los gobiernos franceses no se han limitado a 
esperar instrucciones de Bruselas, ni a aplicar de forma automática los reglamentos de la UE, 
sino que han sabido aprovechar el margen de maniobra que les deja para imprimir a la política 
agraria y rural su propia impronta. Cada periodo de reforma de la PAC ha ido, por lo general, 
acompañado en Francia de una ley de orientación agraria, donde el legislador ha marcado las 
posibilidades de avanzar en los cambios necesarios para la agricultura francesa sin tener que 
acompasarse al ritmo (a veces lento) de la normativa europea. 
 En el caso de la Agenda 2000 y la reforma emprendida en el ámbito del desarrollo 
rural, el gobierno francés se anticipa introduciendo la fórmula innovadora de los CTEs, que 
son articulados con el Reglamento europeo de Desarrollo Rural (concretamente, el Reg. 
1257/1999) y cofinanciados con fondos procedentes de ese reglamento, así como con recursos 
nacionales procedentes de aplicar en Francia la modulación de las ayudas del primer pilar de 
la PAC, y con recursos de las políticas regionales. La articulación de los CTEs con la 
normativa europea de desarrollo rural se hace en el marco del Programa Nacional de 
Desarrollo Rural (PNDR) elaborado por el gobierno francés para el periodo 2000-2006 dentro 
del procedimiento administrativo establecido en el citado Reg. 1257/1999. En dicho PNDR se 
fijan seis ejes prioritarios, siendo uno de ellos la puesta en marcha de los CTEs, que 
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concentran el 42% del presupuesto previsto en el Plan; el resto de los créditos presupuestados 
(un 58%) se distribuía del siguiente modo (ver Gráfico nº 1): 
- promover la reducción de los desequilibrios entre regiones, incluyendo ayudas a zonas 
más desfavorecidas y de montaña (41% de los créditos); 
- desarrollar la calidad de los productos agrícolas y aumentar su valor añadido al nivel de 
explotación (13% de los créditos); 
- valorizar y desarrollar los recursos forestales (1,8% de los créditos); 
- proteger y valorizar el patrimonio natural (incluyendo las acciones de la Red Natura 2000) 
(1,6% de los créditos); 
- desarrollar programas de formación de los agricultores en la línea de las acciones 
anteriores (0,6% de los créditos del PNDR). 
 
Gr· fico n  1








Favorecer la calidad y aumentar el valor aadido
Valorizar los recursos forestales
Proteger y valorizar el patrimonio ecolgico
Programas de formacin
 
Fuente: Elaboración propia 
 
En lo que se refiere a acciones concretas, el PNDR selecciona 16 medidas de las 22 incluidas 
en Reg. 1257/99 de desarrollo rural, y establece que la implementación de diez de ellas se 
hará a través de los CTEs, bien en el capítulo socioeconómico de modernización o bien en el 
capítulo de medio ambiente (en el cuadro nº 1 puede verse la distribución de las medidas de 
actuación, señalándose en negrita las canalizadas a través de los CTEs). Así, vemos que las 
inversiones en las explotaciones (planes de mejora), la jubilación anticipada, las medidas del 
programa agroambiental, la reforestación de tierras agrícolas (y otras medidas forestales), la 
mejora de la comercialización, la valorización del patrimonio (natural y cultural), la 
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diversificación de las producciones, la gestión de la calidad del agua y las acciones de 
protección del medio ambiente, son implementadas a través de la fórmula contractual que 
representan los CTEs, lo que constituía un cambio importante en la aplicación de la política 
de estructuras en Francia. 
Cuadro nº 1: Acciones incluidas en el PNDR francés 
 
Inversiones en las explotaciones (a) 
Nuevas instalaciones (b) 
Formación (c) 
Jubilación anticipada (d) 
Ayudas a zonas desfavorecidas (e) 
Medidas agroambientales (f) 
Transformación y comercialización (g) 
Reforestación (h) 
Otras medidas forestales (i) 
Mejora de tierras (j) 
Ordenación y concentración parcelaria (k) 
Mejora de comercialización (m) 
Valorizar el patrimonio (o) 
Diversificación de las producciones (p) 
Gestión de la calidad del agua (q) 
Protección del medio ambiente (t) 
 
Nota: Las letras se corresponden con las 22 medidas del Reg. 1257/99) (las medidas l, n, r, s, u, v del 
Reglamento no están incluidas en el PNDR francés por no considerarse prioritarias). En negrita las acciones 
canalizadas a través de los CTEs 
 
Fuente: Elaboración propia 
 
 
LOS CTEs Y LA DIMENSIÓN TERRITORIAL DE LA AGRICULTURA 
 
La puesta en marcha de los CTEs significó un auténtico salto cualitativo en el debate sobre la 
agricultura y el desarrollo rural en Francia, debate que, aún hoy con más intensidad si cabe y 
ampliado al conjunto de la UE, gira en torno a las implicaciones territoriales de la actividad 
agraria y a la necesidad de que esas implicaciones orienten las correspondientes políticas 
públicas. Puede decirse que con los CTEs se recupera la dimensión territorial de la agricultura 
(relegada a un segundo plano, e incluso ignorada en las fases más álgidas del modelo de 
modernización productivista), al incluir dentro de esos contratos acciones claramente 
relacionadas con la ordenación del territorio, como la valorización del patrimonio natural y 
cultural, la preservación de los recursos naturales y el paisaje o la explotación sostenible de 
los espacios forestales, acciones todas ellas dirigidas a que sean los propios agricultores los 
que las desarrollen en el marco de los CTEs.   
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 La idea de articular la política socio-estructural de la PAC con el territorio no es 
nueva, pues ya en los años 80 se incorporaba el objetivo de la cohesión territorial (a través de 
los fondos estructurales) en la política europea, incluyendo dentro de ella las indemnizaciones 
compensatorias para los agricultores con explotaciones ubicadas en zonas desfavorecidas o de 
montaña. La novedad que añade los CTEs es una visión amplia del territorio, una concepción 
que impregna no sólo a determinadas zonas desfavorecidas, sino a toda actividad agraria sea 
cual fuere el territorio donde se realice. Con los CTEs, se parte de la idea de que la agricultura 
es una actividad que tiene implicaciones territoriales independientemente de cual sea la 
estrategia productiva del agricultor y que esas implicaciones lo mismo se reflejan en los 
recursos naturales (suelo y agua), que en el paisaje, el patrimonio cultural, la biodiversidad o 
incluso el despoblamiento o la calidad de vida en el medio rural. Es, por tanto, una 
concepción amplia del territorio, que supone un avance importante respecto a la visión más 
restrictiva de los años 80, y que abre un interesante debate sobre las limitaciones de las 
políticas de desarrollo rural. 
 En efecto, para una concepción tan amplia del territorio, estas políticas serían 
insuficientes para garantizar la calidad de vida en el medio rural y una articulación armoniosa 
y sostenible entre la actividad agraria y el entorno circundante, lo que implicaría superarlas e 
integrar sus acciones en el marco de políticas de ordenación  territorial gestionadas por 
agencias interministeriales y no por los departamentos agrarios. 
 Frente a esa posición se mantiene otra que considera necesaria la continuidad de 
políticas de desarrollo rural en las que la agricultura (renovada e impregnada de los nuevos 
principios de desarrollo sostenible y multifuncionalidad) deba ejercer una función central, 
incentivada por acciones de modernización dirigidas a impulsar el cambio en las estrategias 
productivas de los agricultores (Velasco, 2002). Ese debate está presente hoy en muchos 
países de la UE, y en el caso de Francia está en la base de la elaboración del nuevo PNDR 
para el periodo 2007-2013, donde se plantea la necesidad de incorporar parte de los fondos de 
cohesión territorial para financiar acciones de desarrollo integradas en el marco de una 
política amplia de ordenación territorial. 
En el fondo del debate subyace una discusión sobre el propio concepto de “territorio”, 
un concepto polisémico que remite a diversas acepciones: a un soporte físico y sus formas de 
apropiación (el suelo, pero también el agua, que asegura unas condiciones materiales para la 
vida); a un espacio social (donde se expresan intereses diversos en los distintos ámbitos de la 
vida: políticos, culturales, económicos, simbólicos,…), o a un espacio de gestión político-
administrativa (donde se aplican políticas de regulación). Como espacio producido 
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colectivamente (sea en términos materiales, sociales o políticos), el territorio es un espacio de 
interacción entre grupos sociales, cuya viabilidad depende de que se respete una serie de 
reglas definidas en común, como resultado de un pacto o compromiso. No obstante, y 
siguiendo a Maurice Godelier (1984), el territorio es un espacio donde se movilizan procesos 
productivos, por lo que puede calificársele de un “recurso” cuya explotación ha dado lugar 
históricamente a conflictos sociales. El término “territorio” adquiere el significado de espacio 
conquistado, en el que se generan vencedores y vencidos (excluidos), idea ésta que desde la 
antropología lleva a la noción de espacio apropiado por un grupo social. Un ejemplo de esta 
apropiación sería la tierra, pero también el agua.  
 La referencia actual al concepto de “territorio” es como si se quisiera destacar lo local 
frente a la amenaza del proceso de globalización, contrarrestando los efectos de disolución de 
identidades y de exclusión social que acompañan a este proceso. En este contexto la 
referencia al “territorio” sustituye a la anterior referencia a “lo local”, de tal modo que hoy lo 
local se plantea en términos “territoriales”, insinuándose con ello la existencia de situaciones 
de exclusión a nivel local, y planteando la necesidad de construir en torno al mundo rural un 
nuevo pacto que incluya a todos los que allí residen (agricultores y no agricultores). Este 
pacto es el que se ha materializado al nivel de la agricultura en los CTEs y el nivel del 
desarrollo rural en la metodología LEADER, como formas de garantizar espacios de cohesión 
e inclusión sociales ante los efectos disgregadores y excluyentes de las dinámicas de 
globalización.  
 
IMPLICACIONES SOCIALES Y POLITICAS DE LOS CTEs 
 
La aplicación de los CTEs ha conllevado una serie de efectos sociales y políticos, que 
trascienden el ámbito de la agricultura. Entre esos efectos destacan los siguientes: haber sido 
instrumentos de participación social no corporativa; haber significado una ruptura con el 
modelo profesional de agricultor, y haber actuado como dispositivos de agregación social de 
intereses en las zonas rurales. 
 
Los CTEs como instrumentos de participación no corporativa 
 
Con los CTEs, el debate sobre la agricultura se abre a nuevos actores (silvicultores, 
ambientalistas, redes de desarrollo rural, cazadores,….), rompiendo, por un lado, el 
monopolio exclusivo de las organizaciones profesionales agrarias en el ámbito de la 
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interlocución con los poderes públicos, y, por otro, reduciendo el protagonismo de los 
departamentos de agricultura en la regulación del sector, incorporando en estos asuntos otros 
departamentos como los de medio ambiente u ordenación del territorio. 
 En este sentido puede decirse que los CTEs han sido un instrumento de participación 
colectiva que ha permitido la emergencia de una pluralidad de lógicas de actuación y de 
actores institucionales internos y externos a la esfera agraria. Esta pluralidad se ha 
manifestado en el seno de las Comisiones Departamentales (provinciales) de Orientación 
Agraria (CDOA), que son precisamente las encargadas de debatir las propuestas venidas de la 
Dirección Departamental de Agricultura (DDA) (organismo administrativo del Ministerio de 
Agricultura a nivel provincial) y de definir las estrategias de desarrollo para cada territorio 
priorizando las acciones dentro de las posibilidades ofrecidas por el mencionado PNDR. Es 
decir, son los representantes de la sociedad civil (y no sólo las organizaciones profesionales 
agrarias, como ocurría antes) los que, en el seno de las CDOA, definen las estrategias de 
desarrollo agrícola y rural más adecuadas para sus correspondientes territorios, marcándoles a 
los agricultores las acciones prioritarias que han de seguir en los CTEs. 
 Esto es lo que realmente justifica que los CTEs sean concebidos como un “contrato 
entre el agricultor y la sociedad”, y no como los acuerdos corporativos de antaño que se 
hacían dentro y para el propio sector agrario. La naturaleza abierta y plural del procedimiento 
es también lo que explica que se hable de los CTEs como la concreción de un nuevo “pacto 
social” entre la agricultura y sociedad. Según Jacques Remy (2001) las sesiones de debate en 
las CDOA son buena prueba de la existencia de una dinámica de negociación colectiva para 
definir las nuevas funciones y perfiles profesionales de los agricultores franceses en el 
escenario marcado por la búsqueda de un equilibro entre una agricultura sostenible, razonada 
y ecológica, lo que, en su opinión, es todo un ejercicio de participación deliberativa si se tiene 
en cuenta que cada grupo social parte de concepciones ideológicas y posiciones diversas sobre 
cómo debe articularse la agricultura, el territorio y el mundo rural.  
 
Los CTEs como instrumento de ruptura en la definición profesional del agricultor  
 
Al ser presentados como un instrumento político destinado a materializar por vía contractual 
el segundo pilar de la PAC, los CTEs han significado una ruptura con las leyes de orientación 
agraria de los años sesenta, leyes que, como se ha señalado, definieron un modelo ideal de 
agricultor basado en una concepción profesional de su actividad y enfatizando su dimensión 
productiva (Coulomb y Nallet, 1980). A diferencia de las anteriores, la Ley de Orientación de 
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1999 reconoce que los agricultores, además de producir alimentos, desarrollan otras 
actividades (venta de productos en la explotación, conservación de recursos forestales, ocio y 
recreación, preservación del paisaje, artesanía,….) que contribuyen a mantener vivos y 
dinámicos las zonas rurales. En consonancia con ello, se establece que los agricultores deben 
aprender nuevas formas de gestionar sus explotaciones, puesto que el objetivo de su actividad 
profesional no consiste sólo en lograr el máximo de productividad agraria. Concebida ahora 
como una profesión multifuncional, el agricultor ha de actuar como un actor polivalente capaz 
de adaptarse a la variedad de funciones que la sociedad demanda a la agricultura. Las nuevas 
ocupaciones de los agricultores requieren de nuevas competencias y de una voluntad firme de 
abrirse al exterior (a la población urbana como su principal cliente) para aprovechar el 
contexto de oportunidades que se les presentan (Moyano, 2000). 
 Los CTEs es el instrumento que pone a disposición de los agricultores franceses la Ley 
de Orientación de 1999 para permitirles adaptarse a ese nuevo escenario multifuncional de la 
agricultura y responder a las demandas de la sociedad. El objetivo de los CTEs es incentivar 
un modelo de agricultura de servicios que diversifique las rentas de los agricultores, sea 
compatible con las exigencias del desarrollo sostenible, atienda las demandas de los 
consumidores y, en definitiva, justifique la concesión de ayudas públicas. Es en este sentido 
en el que cabe afirmar el carácter innovador de los CTEs y reconocer el potencial de cambio y 
transformación que conllevan, materializando un nuevo pacto social entre la agricultura y la 
sociedad francesa. 
 
Los CTEs, como dispositivos de agregación de intereses a nivel local  
 
La puesta en marcha de los CTE ha llevado asociado un programa específico de formación 
dirigido a técnicos y asesores de las Cámaras Agrarias y de las organizaciones profesionales, 
además de otro programa de formación e información destinado a los agricultores. En este 
sentido puede decirse que los CTEs han significado una especie de revolución cultural dentro 
del sector agrario por cuanto que muchos técnicos de los organismos profesionales han 
encontrado de nuevo la oportunidad de volver al campo y promover sobre el terreno un nuevo 
modelo de desarrollo agrícola y rural, recuperando así su vieja función de adoctrinamiento 
técnico-profesional, dinamización y extensión. Al hilo de los CTEs se han renovado los 
antiguos servicios de extensión agraria (ligados en unos casos a las Cámaras Agrarias y en 
otros a las organizaciones profesionales o cooperativas) cuyas funciones habían quedado 
reducidas a meras labores de gestión administrativa de las ayudas de la PAC. Ahora, 
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desprendidos de su ribete agrarista, y en un proceso que puede calificarse de refundación, 
estos servicios de extensión cumplen una tarea de formación e información a los agricultores 
para adaptarlos al nuevo escenario de la multifuncionalidad y el desarrollo sostenible. 
 Estas tareas se desarrollan sobre todo a nivel local, ya que con los CTEs no se 
pretende favorecer un determinado sistema de producción, sino aprovechar la diversidad 
agrícola y ganadera existente en el territorio. La diversidad se convierte ahora en un valor que 
debe ser aprovechado a través de los compromisos adquirido por el agricultor en el 
correspondiente CTE. Como hemos señalado, cada CTE está asociado a un proyecto de 
explotación definido por el agricultor con la ayuda de técnicos de la Cámara Agraria (o de las 
organizaciones profesionales), pero integrado en una serie de prioridades socioeconómicas o 
medioambientales establecidas previamente en la CDOA para el conjunto del territorio (sea 
una comarca, una petite region o una provincia). Por ejemplo, en la región de Bretaña una de 
las medidas que forman parte del plan regional para reducir el problema de nitratos en el agua, 
es incentivar al agricultor a que disminuya la cantidad de azote (abono líquido nitrogenado), 
lo que explica que se haya incluido entre las acciones a promover en los CTEs. En el suroeste, 
en la Dordogne, entre las medidas más divulgadas está la inserción de la producción de pato y 
sus transformados (confit de canard, foie de canard, etc.) en denominaciones de origen, 
constituyendo una de las acciones prioritarias de los CTEs en esa región. 
 De este modo, los CTEs pueden verse como instrumentos de agregación de intereses a 
nivel local, ya que es en ese nivel donde se definen las estrategias más adecuadas para 
conseguir un nuevo modelo de agricultura y valorar sus implicaciones sociales y territoriales. 
No es una estrategia definida desde arriba, a nivel estatal o regional, sino en niveles más 
cercanos al territorio como resultado del consenso entre los grupos y actores sociales e 
institucionales allí existentes. 
 
RESULTADOS DE LOS CTEs 
 
Aunque hasta 2007 no se podrá conocer el verdadero impacto de los CTEs (al haber 
finalizado en el año 2006 su primer periodo quinquenal), ya a finales de mayo de  2003, antes 
de que se anunciara su sustitución por los CADs, se habían firmado 46.810 contratos 
individuales, lo que significaba que algo más del 13% de los agricultores franceses a tiempo 
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completo y menores de 56 años se había comprometido con esta vía contractual
2
. La cantidad 
de contratos suscritos había sido diferente según las regiones (el 8,2% de las explotaciones en 
Poitou-Charentes y el 8,1% en Basse Normandie frente al 3,5% en la Bretagne, por ejemplo), 
siendo menor en los departamentos (provincias) del centro y noroeste, con sistemas agrarios 
más orientados a la producción (sea cerealista o ganadera), y mayor en los del sur, formados 
por zonas desfavorecidas o de montaña (de hecho, el 60,6% de los contratos se firmó en estas 
áreas) (ver mapa de la Figura 1). Esto corrobora la idea de que el CTE era percibido como un 
instrumento de desarrollo rural-territorial y menos como un instrumento de modernización, lo 
que explica que apenas fuera utilizado por los cerealistas del Bassin Parisien. 
   
Figura nº 1 
Porcentaje de explotaciones profesionales que han firmado un CTE 







Apenas un 13% de los CTEs suscritos correspondían a proyectos de agricultura ecológica, 
siendo de gran importancia la magnitud de las inversiones realizadas en este eje (la media por 
contrato que tenía por eje la agricultura ecológica se elevaba a 45.500 euros). Más de la mitad 
de los CTE habían sido suscritos por ganaderos, centrándose el proyecto en la mejora de la 
gestión extensiva de praderas; en este sector, el CTE fue una gran oportunidad para que los 
                                                           
2
 El Ministerio francés de Agricultura y Pesca y el Centre National pour l'Aménagement des Structures des 
Exploitations Agricoles (CNASEA) publicaron una serie de fichas que recogen los resultados de los CTEs tras 
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ganaderos diversificaran sus producciones e integraran la producción de carne en filiéres de 
calidad permitiéndoles afrontar la crisis de la EEB que afectaba a la ganadería francesa por 
aquellos años. Cerca del 20% de los CTEs fue suscrito por agricultores de explotaciones 
herbáceas o de grandes cultivos (COP), estando los contratos destinados a reducir los insumos 
en la explotación en línea con el modelo de agricultura más sostenible (raissonée) que se 
estaba impulsando en Francia. Finalmente, cabe señalar que uno de cada 10 CTEs llevaba 
entre las actuaciones comprometidas en el contrato la promoción del turismo rural, y en la 
mitad se incluían acciones destinadas a la conservación del patrimonio fundiario (en forma de 
rehabilitación de algún edificio de la granja). 
 En cuanto a las acciones destinadas al mantenimiento y creación de empleo, cabe 
señalar que, entre 2000 y 2002, por cada 15 CTE se creó un nuevo empleo en la agricultura, lo 
que significa la creación de 1.400 empleos agrícolas en ese periodo. La vía de los CTEs fue 
también muy utilizada para la instalación de jóvenes agricultores, de tal modo que uno de 
cada cuatro jóvenes instalados lo hizo en el marco de un contrato territorial en el periodo 
analizado. Además, de la creación de empleo directo o la instalación de jóvenes, los CTEs 
contribuyeron a elevar la formación de los agricultores (promoviendo la asistencia de cursos 
de especialización agrícola y ganadera), mejorar las condiciones de trabajo (desde el punto de 
vista de la higiene y de la seguridad laboral) y regularizar o estabilizar la situación de los 
asalariados y de las ayudas familiares. 
 Asimismo, los CTEs ayudaron a promocionar la creación de empresas de servicios 
relacionados con la agricultura (grouppements des travailleurs), bien para la externalización 
de diversas labores agrícolas (siembra, recolección, tratamientos fitosanitarios,…) o bien para 
la realización de tareas de sustitución permitiendo al agricultor disfrutar de un periodo de 
vacaciones o ser ayudado en situaciones de baja por enfermedad. Finalmente, los CTEs 
también contribuyeron a mejorar la gestión de las explotaciones, facilitando la compra de 
ordenadores y material informático o renovando el parque de maquinaria. 
 El perfil tipo del signatario de un CTE puede definirse como el de un agricultor joven 
(en torno a los 40 años), de buen nivel de formación profesional e instalado en una 
explotación de superficie algo superior a la media nacional y gestionada mediante la figura 
jurídica de “sociedad” (Leger, Vollet y Urbano, 2004) (de hecho, el 44% de los CTEs se 
suscribieron por agricultores integrados en sociedades) de los signatarios de este contrato. 
Otro dato interesante que muestra el potencial innovador de los CTEs es el hecho de que uno 
                                                                                                                                                                                        
28 meses de aplicación. 
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de cada tres CTEs ha correspondido a agricultores inscritos en la Reseau d’Agriculture 
Durable (Red de Agricultura Sostenible). 
 No todo son laureles en este ensayo de la política rural francesa. Así, el papel 
desempeñado por la Cámaras Agrarias ha sido objeto de algunas críticas, centradas en el 
hecho de que en algunos departamentos (provincias) los técnicos de estos organismos se han 
dirigido, prioritariamente y como era costumbre, a los agricultores más conocidos, reduciendo 
así la capacidad de los CTEs de alcanzar a aquellos grupos tradicionalmente ignorados por los 
proyectos modernizadores. En la práctica, los principales signatarios de contratos territoriales 
en dichos departamentos han seguido siendo, por tanto, los agricultores más 
profesionalizados, con explotaciones de dimensiones económicas por encima de la media e 
integrados en las dinámicas sectoriales y de filiére (Leger, Vollet y Urbano, 2004: 144). La 
experiencia de estos departamentos muestra cómo un instrumento orientado a la 
multifuncionalidad y a integrar la dimensión territorial en las estrategias agrarias necesita para 
su éxito la complicidad de redes intermedias (los técnicos de los servicios de extensión, pero 
también los de las organizaciones profesionales) con voluntad de incorporar a nuevos grupos 
de agricultores explica, cosa que si no ocurre acaba desnaturalizando tales instrumentos y 
convirtiéndolos en nuevas oportunidades para consolidar el modelo de agricultura ya 
hegemónico. En definitiva, como toda política de cambio que pretenda ser incluyente debe ir 
acompañada de un sistema de apoyo (público, privado o mixto) para asegurar que su alcance e 
impacto en la población a la que va dirigida sea el máximo posible. 
 Otro tipo de críticas que han recibido los CTEs en su corto periodo de aplicación ha 
estado relacionado con su vocación de ser un instrumento para materializar en la agricultura el 
principio de la multifuncionalidad de forma negociada, con la implicación no sólo de los 
agricultores, sino también del conjunto de la sociedad local. En este sentido, la experiencia de 
lo ocurrido en algunos departamentos (provincias) nos dice que no siempre ha sido así, sino 
que las organizaciones agrarias han intentado, y conseguido, mantener su bloque mayoritario 
en las CDOA, marginando la presencia de otros grupos, como las organizaciones de 
consumidores o las ambientalistas, y logrando hacer suyo el instrumento de los CTEs. Tras 
cincuenta de años de predominio de un modelo de desarrollo agrario sectorial, basado en la 
cogestión corporativa entre la agricultura representada por el sindicalismo oficial, es decir, 
por la FNSEA (Fédération Nationale des Exploitants Agricoles) y el CNJA (Centre National 
des Jeunnes Agriculteurs) y los poderes públicos encarnados en los organismos agrarios 
de la administración francesa, la apertura del sector agrario al resto de la sociedad ha 
demostrado ser un proceso lleno de dificultades y recelos, si no cuenta con el apoyo inicial de 
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los actores mayoritarios o con el apoyo de grupos alternativos dotados de suficiente capacidad 
de movilización como para neutralizar las inevitables resistencias de aquéllos. La realidad nos 
dice que la falta de consenso con la FNSEA y el CNJA no pudo ser sustituida por el apoyo de 
una CNP (Confédération Nationale Paysanne) minoritaria e internamente dividida, ni de otros 
grupos cualitativamente interesantes en sus acciones y propuestas (como los consumidores o 
los ecologistas), pero dotados de una débil estructura organizativa para atender con eficacia al 




DE LOS CTEs A LOS CONTRATOS DE AGRICULTURA SOSTENIBLE (CAD) 
 
Desde que se aprobó la Ley de Orientación Agraria de 1999, la puesta en marcha de los CTEs 
estuvo acompañada de un fuerte debate político-sindical en el que intervinieron con especial 
virulencia las organizaciones profesionales. Para la mayoritaria FNSEA, el CTE debía servir 
para compensar la pérdida de renta que se le ocasionaba a los agricultores por realizar una 
agricultura más sostenible y, por tanto, menos competitiva. Para el CNJA  este dispositivo 
debía servir para remunerar a los agricultores por los servicios que prestan a la sociedad y 
para incitarlos a practicar una agricultura más respetuosa con el medio ambiente. Para la CNP, 
situada en el flaco izquierdo del panorama sindical agrario francés, los CTEs debía remunerar 
no a todos los agricultores, sino sólo a los que desde hacía años se habían embarcado en una 
agricultura menos intensiva y de mayor calidad, apostando por la pluriactividad; el CTEs 
debía, por tanto, desempeñar una función social, contribuyendo a una mejor distribución de 
las ayudas públicas y al mantenimiento del empleo en el medio rural (Moyano y Velasco, 
2002a). Había, pues, un debate político e ideológico en torno a los CTEs, debate que le 
acompañó en su primera etapa (hasta la derrota del gobierno socialista de Lionel Jospin en 
2002), y que explica algunos de los cambios acontecidos posteriormente (al acceder el centro 
derecha al gobierno). 
 El disenso del actual gobierno de derecha respecto a los CTEs no estaba en su 
disconformidad con la estructura y contenido de estos contratos, sino que tenía una base 
                                                           
3
 Es interesante recordar cómo la gran revolución modernizadora de la agricultura francesa desarrollada por el 
gobierno gaullista de Debré a principios de los años 60 del pasado siglo XX (con E.Pisani al frente de la cartera 
de agricultura) se basó en una estrategia de complicidad con el grupo de los Jóvenes Agricultores (excluidos 
hasta ese momento del sindicalismo oficial mayoritario, hegemonizado por la FNSEA), que estaba dotado de una 
fuerte y extensa red de organizaciones a nivel local (apoyadas en los círculos de la Juventud Agrícola Católica), 
y que fue el principal aliado de la política de modernización. Sobre este tema hay una amplia bibliografía. En 
español, puede consultarse el excelente trabajo de C. Servolin (1989) sobre la política agraria francesa y la 
sección 1ª capítulo 1 del libro de Moyano (1988) sobre el papel desempeñado por las organizaciones 
profesionales en la formulación y puesta en práctica de esa política. 
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política. Sólo por el simple hecho de que habían sido una creación del gobierno socialista en 
connivencia con el sindicato agrario de izquierda CNP y el movimiento ecologista, los CTEs 
fueron puestos en el ojo del huracán por parte de todas las fuerzas políticas y sindicales 
alineadas en  la derecha (de hecho, en el programa electoral de Chirac a las presidenciales de 
2002, aparecía la promesa de suprimir los CTEs gracias a la presión de la FNSEA, posición 
más moderada en el caso del CNJA, que preconizaba su reforma, pero no la supresión de los 
contratos). Además, el hecho de que parte de su financiación procediera de los fondos 
obtenidos con la modulación de las ayudas agrícolas del primer pilar de la PAC, fue una baza 
utilizada por sus críticos para calificar a los CTEs de instrumentos politizados y demagogos, 
ya que, en opinión de la FNSEA, eran vías encubiertas de introducir criterios de justicia 
social. 
 Prueba de que la oposición contra los CTEs no se dirigía a la existencia de una vía 
contractual para aplicar la nueva política agraria, sino a la forma en que se financiaba, es el 
hecho de que el nuevo gobierno surgido de las elecciones de 2002 no los suprimiera, sino que 
los cambiara de nombre, llamados desde entonces CADs (Contrats d’Agriculture Durable) 
(decreto n° 2003-675 de 22 de julio de 2003), e introdujera algunos cambios en su estructura. 
El CAD, como se llama ahora, sigue siendo un contrato administrativo entre el Estado y el 
agricultor, en el que éste se compromete durante un periodo de cinco años a llevar a cabo una 
serie de compromisos a favor de una “agricultura sostenible”, recibiendo una compensación 
económica que puede provenir de fondos nacionales, de fondos de la UE o de otras 
instituciones (como los ayuntamientos o las comunidades locales). Hasta ahí, la única 
diferencia respecto a los CTEs es la no utilización de los fondos de la modulación de las 
ayudas del primer pilar de la PAC para financiar los nuevos CADs. 
 No obstante, en la cuantía y composición de las ayudas ligadas a los CADs hay 
diferencias importantes respecto de los CTEs. En efecto, el CAD tiene un límite de ayudas por 
explotación que es de 27.000 euros durante los cinco años de duración del contrato, límite 
que, a diferencia de los CTEs, se extiende a los capítulos socioeconómico y medioambiental
4
.  
El máximo de ayuda que corresponde al capítulo socioeconómico es de 9.000 euros (frente a 
los 15.000 de los CTEs), cifra que representa un tercio de la financiación; los dos tercios 
restantes (18.000 euros) se destinan a financiar las medidas agroambientales integradas en el 
capítulo medioambiental de los CADs. Las ayudas se pagan anualmente y varían dependiendo 
                                                           
4
 Recordemos que los CTE no tenían un máximo designado, sino que estaban formados por dos capítulos 
presupuestarios: el capítulo socioeconómico, cuya cuantía estaba limitada, y el capítulo medioambiental, que no 
tenía limitación alguna. En los CADs las dos partidas están limitadas. 
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de los compromisos cumplidos y de las acciones realizadas ese año (por ejemplo, reducir las 
cantidades de pesticidas, evitar la erosión de suelos, mantener la biodiversidad, etc.), así como 
del tipo de orientación productiva de la explotación objeto del contrato (600 euros/ha si es de 
cultivos anuales; 900 euros/ha si cultivos especiales; 450 euros/ha en otros casos). También 
en este aspecto aparece una variante con respecto al CTE, ya que sólo se pueden 
contractualizar dos medidas medioambientales en cada parcela, y una de ellas debe inscribirse 
en las prioridades de la política territorial definida por la CDOA de cada provincia. Así, por 
ejemplo, en Bretaña la prioridad medioambiental es reducir el vertido de nitratos en las aguas 
subterráneas, de modo que el agricultor se ve obligado a incluir ese compromiso en su CAD 
pudiendo añadirle otra de las medidas agroambientales del Programa Nacional de Desarrollo 
Rural (PNDR) que sea compatible con la primera. Con esto lo que se pretende, como ya 
hemos enunciado, es la simplificación administrativa de los contratos, perdiéndose además el 
carácter individual que contenían los CTE, pues ahora el agricultor no goza de plena libertad 
para elaborar su proyecto de mejora, sino debe adaptarlo a las instrucciones de la CDOA. 
 La nueva fórmula de los CADs cambia la función social del contrato, ya que entre sus 
objetivos no está, como sí lo estaba en los CTEs,  mantener o crear empleo en el medio rural. 
También cambia la función modernizadora que tenían los CTEs, pues en los nuevos CADs los 
planes de mejora de explotaciones no se canalizan a través de ellos. De este modo, los CADs 
se limitan a reproducir los antiguos contratos agroambientales con pequeñas variaciones, 
incorporando los principios de ecocondicionalidad, que desde enero de este año 2006 están 




 Estas transformaciones no han sido bien acogidos entre las organizaciones 
profesionales agrarias, ni siquiera en la propia FNSEA, que había sido la más crítica con los 
CTEs. La disconformidad se explica, en primer lugar, porque la financiación destinada a los 
CADs se ha reducido casi en un tercio respecto a los CTEs; en segundo lugar, porque en la 
práctica los nuevos contratos no son individuales, sino colectivos (puesto que alguna de las 
medidas son obligatorias para todo un ámbito territorial, como es el caso ya citado de la 
reducción de nitratos en la Bretaña), lo que atenta con la cultura individualista de los 
agricultores en todo lo que atañe a las decisiones relacionadas con su explotación; y por 
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 A partir de enero de 2006 se pone en funcionamiento el principio de “condicionalidad” de la PAC, es decir el 
cumplimiento de una serie de normas es condición necesaria para obtener las ayudas directas. Junto a dicho 




último en la limitación impuesta al capítulo medioambiental (que en los CTEs con tenía límite 
alguno). Esto ha hecho que las grandes explotaciones agrarias no vean atractivos los CADs, y 
que tampoco los titulares de pequeñas explotaciones encuentren en estos contratos una 
oportunidad para asegurar su reproducción económica y social, ya que los CADs exige 
demostrar previamente que la explotación es viable económicamente (exigencia que no existía 
en los CTEs). A esa desconfianza generalizada se suma la obligatoriedad de adjuntar al 
contrato una declaración de la superficie de la explotación, acompañada con fotografía aérea e 
incluso con documentaciones contables, exigencia que está en sintonía con el principio de 
transparencia que ha guiado la última reforma de la PAC (la reforma Fischler de 2003). Todo 
ello conduce a valorar el reducido impacto de los nuevos CADs a pesar de que se ha logrado 
un elevado consenso entre las organizaciones profesionales agrarias en torno a la 
conveniencia de continuar con la vía contractual para avanzar en los cambios que necesita la 
agricultura francesa. 
 Hoy, en efecto, todas las organizaciones profesionales reconocen que los CTEs eran 
instrumentos vanguardistas para incentivar a los agricultores franceses a adaptarse al nuevo 
escenario de la política agraria y rural, aunque discrepan de su oportunidad. Para la FNSEA, 
los CTEs eran instrumentos que iban demasiado por delante de los cambios acontecidos en la 
PAC y cree que el gobierno socialista se precipitó al plantear la financiación de los contratos 
con fondos de la modulación (entonces, fijada por Bruselas como una decisión no obligatoria 
para los Estados miembros), rompiendo así la posibilidad de consenso en el sector agrario.  
Para la CNP (Confédération Nationale Paysanne) la creación de los CADs es interpretada 
como una venganza política que ha desnaturalizado a los CTEs, rebajando el potencial de 
cambio de estos contratos al eliminar su dimensión social (excluyendo de sus objetivos la 
generación de empleo) y dejar prácticamente reducida a la mínima expresión su componente 
de modernización ecológica y sostenible (sacando de ellos los planes de mejora de las 
explotaciones, para ser canalizados por vía no contractual). Por su parte, el CNJA (Centre 
National des Jeunnes Agriculteurs), aun compartiendo parte de las críticas esgrimidas por la 
FNSEA, ha sido más equilibrado en su posición, y puede decirse que gracias a este sindicato 
de jóvenes agricultores la vía contractual se ha mantenido como eje de la política agraria 
francesa, aunque alejada de los avanzados planteamientos de los CTEs. De hecho, lo que ha 
logrado el CNJA es trasladar a los CADs su planteamiento inicial sobre la necesidad de 
avanzar en la aplicación de las políticas agroambientales haciendo de la nueva modalidad de 
contrato el instrumento idóneo para incitar a los agricultores a desarrollar prácticas agrícolas y 
ganaderas más respetuosas con el entorno natural, dentro de un modelo de agricultura más 
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razonable y reflexiva sobre sus implicaciones medioambientales (agriculture raisonnée, es el 




Esto explica que en los CADs se enfatice sobre todo el capítulo de medio ambiente en 
detrimento del capítulo socioeconómico, siendo criticado precisamente por esto desde 
determinados círculos de opinión, que ven en estos contratos una reproducción de los 
contratos agroambientales sin presencia alguna de la dimensión territorial. Como resultado de 
esas críticas, y quizá para neutralizarlas, el gobierno ha obligado a supeditar las acciones 
medioambientales de los CDAs a las prioridades y especificidades de cada territorio y, por su 
iniciativa, se ha aprobado recientemente (en junio de 2005) una Ley para el Desarrollo de los 
Territorios Rurales, que ha recibido un elevado nivel de consenso y entre cuyos objetivos 
destacan los siguientes: creación de empleo, rehabilitación de alojamientos en el medio rural; 
mejora de los servicios públicos en el medio rural, preservación y valorización de espacios 
naturales y específicos, y promoción del desarrollo en territorios rurales frágiles y 
vulnerables. Esta Ley puede verse como resultado de un acuerdo entre los intereses agrarios 
(sectoriales) y los territoriales (generales), según el cual sale de los CADs la dimensión 
territorial de la agricultura (concesión a los grupos agraristas) y se regula el territorio 





La creación de los CTEs por la Ley francesa de Orientación Agrícola de 1999 fue un modo de 
anticiparse a la reforma de las políticas agrarias y rurales, respondiendo a los cambios 
experimentados en la agricultura y el desarrollo rural e impulsados por el nuevo escenario 
internacional y las nuevas demandas de los consumidores y de la opinión pública en general. 
El gobierno francés tuvo el atrevimiento de poner en marcha nuevos instrumentos de 
regulación, que, más tarde, serían trasladados a otros países de la UE, como Reino Unido. En 
                                                           
6
 Para aclarar esta terminología: en 1993 se creó la asociación interprofesional FARRE (Forum de l’Agriculture 
Raisonnée Respectueuse de l’Environnement) cuyo objetivo es promover nuevas formas de producir distintas de 
las convencionales, es decir, más equilibradas entre los objetivos económicos de los productores y las demandas 
de los consumidores, reduciendo el uso de productos químicos, haciendo un uso más racional del agua o 
preservando las características edafológicas de los suelos. El 24 de abril 2002, el gobierno francés aprobó un 
decreto reconociendo oficialmente la denominación de “agriculture raisonnée” y se le reconoce a FARRE su 
carácter representativo. En la práctica, este tipo de agricultura es apoyada técnicamente por los departamentos 
del INRA (Moyano y Velasco, 2002b). 
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ese sentido podemos calificar a los CTEs como instrumentos vanguardistas en la reforma de 
las políticas públicas dirigidas a la agricultura y el mundo rural. 
 El carácter vanguardista de los CTEs se debía a varios elementos. En primer lugar, al 
hecho de extender al conjunto de las ayudas agrícolas la vía contractual que hasta entonces 
sólo se venía utilizando en la aplicación el programa agroambiental, vía que luego estaría en 
la base de la reforma de la PAC de 2003. En segundo lugar, con los CTEs se abría paso a un 
nuevo modelo de desarrollo agrícola, más incluyente e integrador que el anterior modelo de 
explotaciones especializadas, concretando en la práctica el concepto de multifuncionalidad de 
la agricultura. En tercer lugar, gracias a los CTEs la dimensión territorial toma un lugar 
preferente a través de un dialogo participativo de los diversos actores implicados en el nivel 
local que se concretaba en la asunción de compromisos fijados en función de las necesidades 
de una zona específica. En cuarto lugar, el verdadero significado de los CTEs radicaba en que 
establecía un nuevo pacto social entre los agricultores y el resto de ciudadanos, según el cual 
la sociedad reconoce que aquéllos realizan unos servicios útiles al conjunto de la población y 
acepta remunerarles por ello.  En este sentido, cabe decir que la figura del CTE acerca, por no 
decir inserta, la política agraria en las políticas públicas, introduciendo la idea de que la 
agricultura es un asunto que compete al conjunto de la sociedad. En quinto lugar, la vía 
marcada por los CTEs avanza en la incorporación de la dimensión medioambiental en la 
agricultura, tímidamente introducida en el programa agroambiental y reforzada ahora con un 
capítulo específico dotado de importante financiación. Aparte de eso, quizá lo más innovador 
de los CTEs en materia medioambiental consistió en concebir las implicaciones ambientales 
de la agricultura en un sentido amplio y no sólo en sus efectos sobre la contaminación, 
integrando el medio ambiente y el territorio a través de aspectos como el paisaje, el 
patrimonio natural y cultural, el uso del agua y el suelo. Con ese planteamiento, se incorpora 
el medio ambiente y el territorio como unas dimensiones más del nuevo perfil profesional de 
los agricultores. En sexto lugar, por último, el aspecto participativo de los CTEs se anticipa a 
los planteamientos de la metodología LEADER que hoy impregna el nuevo reglamento 
europeo de desarrollo rural (FEADER) (Moyano, 2005). En este sentido, la metodología del 
CTE podría plantearse como una herramienta de interacción social, entre grupos diversos y 
entre instituciones también diversas, y como un instrumento de cohesión social, por su manera 
de establecer los compromisos y definir el interés general en un determinado territorio.  
 La utilización de los CTEs abre también una interesante reflexión sobre la verdadera 
intención de sus promotores. Cabe preguntarse si tras estos contratos había o no una voluntad 
política de contrarrestar las desigualdades sociales generadas por la modernización 
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productivista, frenando la desaparición de aquellas formas sociales de producción no 
competitivas, reflexión que se puede trasladar hoy al debate sobre la multifuncionalidad de la 
agricultura e incluso a las nuevas orientaciones de la política agraria europea. Como avanzara 
en su día P. Coulomb (1991), el desacoplamiento de las ayudas de la PAC pretende facilitar la 
diversificación de los sistemas productivos y de las actividades rurales acabando así con la 
vocación sectorial de la agricultura y abriendo una nueva vía para su integración en el 
territorio. Es una nueva gestión de la agricultura donde se inscriben derechos y deberes, 
compromisos o contratos, que regularán la distribución de rentas entre los agricultores. En 
estas nuevas formas de gestionar la agricultura se produce una ordenación de las distintas 
categorías de agricultores, estableciendo prioridades y diferenciando los instrumentos de 
gestión: de un lado, políticas destinadas a los agricultores con explotaciones viables que no 
precisan ayudas directas, pero sí incentivos para mejorar su eficiencia y competitividad; y, de 
otro, políticas destinadas a garantizar las rentas de los agricultores con explotaciones 
difícilmente viables en mercados abiertos, pero a los que se les ofrece la posibilidad de 
concertar contratos territoriales para diversificar sus rentas y asegurar su reproducción 
económica, ya que la utilidad social de este grupo no será ya sólo la producción, sino la 
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